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Durand y Ugarte vs Perú

Hechos
Los hechos del presente caso se iniciaron con la detención el 14 y 15 de febrero de 
1986 de Nolberto Durand Ugarte y Gabriel Pablo Ugarte Rivera por efectivos de 
la Dirección contra el Terrorismo en el Perú. La detención se basó en su presunta 
participación en actos de terrorismo. El 4 de marzo de 1986 fueron trasladados 
por orden judicial al penal de El Frontón. 

El 18 de junio de 1986 se produjo un motín en el centro penitenciario donde se 
encontraban. Las Fuerzas Armadas iniciaron un operativo al día siguiente, el cual 
produjo la muerte y lesiones de muchas personas que se encontraban privadas de 
libertad. Los cuerpos de Nolberto Durand Ugarte y Gabriel Pablo Ugarte Rivera 
nunca fueron encontrados. A pesar de haberse interpuesto una serie de recursos, 
no se realizaron mayores investigaciones ni se sancionó a los responsables de los 
hechos. 

I. La Corte declara
Desestimar las excepciones preliminares opuestas por el Estado del Perú.

Que el Estado violó, en perjuicio de Nolberto Durand Ugarte y Gabriel Pablo 
Ugarte Rivera, el artículo 4.1, 5.2, 7.1, 7.5, 7.6 y 25.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. 

Que el Estado violó, en perjuicio de Nolberto Durand Ugarte y Gabriel Pablo 
Ugarte Rivera, así como de sus familiares, los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 

Que el Estado ha incumplido las obligaciones generales de los artículos 1.1 y 
2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en conexión con las 
violaciones de los derechos sustantivos señalados en los puntos resolutivos 



182 Año 3, Número 9, julio- octubre 2018, ISSN 2448-5128 y ISSN-e 24485136

DERECHO GLOBAL. ESTUDIOS SOBRE DERECHO Y JUSTICIA

anteriores en la presente sentencia.

II. Reparaciones
La corte decide que aprueba el acuerdo, en los términos de la presente Sentencia, 
sobre reparaciones suscrito el 26 de noviembre de 2001 entre el Estado y los 
familiares de las víctimas y sus representantes legales. 

Que el Estado debe pagar la cantidad de US$125.000,00 a Virginia Bonifacia 
Ugarte Rivera de Durand y Nolberto Durand Vargas, padres de Nolberto Durand 
Ugarte y a la vez, hermana y cuñado, respectivamente, de Gabriel Pablo Ugarte 
Rivera, a efectos de lo cual adoptará las providencias necesarias para adelantar 
un pago parcial de la indemnización en el presente año fiscal, o, en su defecto, 
hacer el pago total de la indemnización durante el segundo trimestre del año 
fiscal 2002. 

Que el Estado debe proporcionar a los beneficiarios de las reparaciones las 
prestaciones de salud, de apoyo psicológico y desarrollo interpersonal y de apoyo 
en la construcción de un inmueble.

Que el Estado debe efectuar las siguientes reparaciones no pecuniarias: 

a) publicar la sentencia de la Corte dictada el 16 de agosto de 2000 en el Diario 
Oficial El Peruano, y difundir su contenido en otros medios de comunicación 
que para tal efecto se estimen apropiados, dentro de los 30 días siguientes a la 
suscripción del acuerdo; 

b) incluir en la Resolución Suprema, que disponga la publicación del acuerdo, 
“una expresión pública de solicitud de perdón a las víctimas por los graves daños 
causados” y una ratificación de la voluntad de que no volverán a ocurrir hechos 
de este género; 

c) investigar y sancionar a los responsables de los hechos, en virtud del punto 
resolutivo séptimo de la sentencia de fondo dictada por la Corte el 16 de agosto 
de 2000, y seguir impulsando la investigación que se tramita ante la 41 Fiscalía 
Penal de Lima, por el delito de homicidio en perjuicio de 30 personas, entre las 
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cuales se encuentran Nolberto Durand Ugarte y Gabriel Pablo Ugarte Rivera; y 

d) realizar las diligencias concretas tendientes a establecer el lugar e identificar 
los cadáveres de Nolberto Durand Ugarte y Gabriel Pablo Ugarte Rivera para 
entregarlos a sus familiares, de conformidad con el punto resolutivo séptimo de 
la sentencia de fondo dictada por la Corte el 16 de agosto de 2000. 

Que el Estado debe rendir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos un 
informe sobre el cumplimiento de las reparaciones dentro del plazo de seis meses 
contados a partir de la notificación de la Sentencia de Reparaciones y Costas. 

Que supervisará el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la Sentencia 
de Reparaciones y Costas y dará por concluido este caso una vez que el Estado 
haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en aquélla.




